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I. RESUMEN
1. El 23 de junio de 2006, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en adelante “la Comisión”, “la CIDH” o la “Comisión Interamericana”) recibió una petición presentada por American Civil Liberties Union of Michigan, American Civil Liberties Union - Human Rights Working Group y Columbia Law School Human Rights Institute (en adelante los “peticionarios”), en nombre de 32 personas (las “presuntas víctimas”)
 contra los Estados Unidos de América (“Estados Unidos” o el “Estado”). Los peticionarios alegaron que las 32 presuntas víctimas fueron procesadas como adultos y condenadas a cadena perpetua sin libertad condicional (juvenile life imprisonment without parole) por la comisión del delito de homicidio en el estado de Michigan, de forma que el Estado violó los artículos I, VII, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante “la Declaración Americana”), interpretados en conjunción con diversos tratados internacionales en materia de derechos humanos. Además, los peticionarios argumentaron que las condiciones de privación de la libertad de algunas de las presuntas víctimas eran violatorias de la Declaración Americana. Respecto al agotamiento de los recursos internos, los peticionarios invocaron la excepción al cumplimiento de dicho requisito, al no estar disponibles en la legislación interna recursos efectivos para reparar los derechos violados. Finalmente, agregaron que la petición había sido presentada dentro de un plazo razonable.
2. El Estado argumentó que la petición es inadmisible porque los peticionarios no han agotado todos los recursos internos debido a que algunas presuntas víctimas no han sido condenados y otros todavía tienen procedimientos pendientes ante los tribunales federales. Agregó en su contestación que los peticionarios no presentaron una petición válida en relación con 27 de las 32 presuntas víctimas, toda vez que no exhibieron información sobre éstas. El Estado también alegó que la petición había sido presentada fuera de plazo. Adicionalmente, el Estado sostuvo que condenar a adolescentes a cadena perpetua sin libertad condicional no constituye una violación a la Declaración Americana.
3. Como se ha establecido en este informe, luego de haber examinado los alegatos de las partes en materia de admisibilidad y sin prejuzgar los méritos del caso, la Comisión Interamericana concluye que este caso es admisible respecto a las 32 presuntas víctimas por las presuntas violaciones a los artículos I (derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona), II (derecho de igualdad ante la ley), VII (derecho de protección a la maternidad y a la infancia), XII (derecho a la educación), XVIII (derecho de justicia), XXV (derecho de protección contra la detención arbitraria) y XXVI (derecho a proceso regular) de la Declaración Americana. Finalmente, la CIDH consideró que la petición era inadmisible respecto al derecho contenido en el artículo XXIV (derecho de petición) de la Declaración Americana. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. La petición fue recibida por la CIDH el 23 de febrero de 2006 y le asignó el número P-161-06. El 14 de junio de 2006 la petición fue trasladada al Estado y se le otorgó el plazo de dos meses para que presentara su respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH. El 7 de agosto de 2006 la Comisión recibió la solicitud del Estado de ampliar el plazo para preparar la contestación y ésta le concedió una próroga de 30 días contados a partir de la fecha de notificación de la ampliación. La CIDH recibió la contestación del Estado el 25 de abril de 2007.
5. La CIDH recibió observaciones e información adicional de los peticionarios, la cual fue presentada el 30 de enero de 2007, el 9 de mayo de 2007, el 19 de julio de 2007, el 22 de agosto de 2007, el 12 de diciembre de 2008, el 19 de mayo de 2009, el 16 de junio de 2010, el 1º de noviembre de 2010, el 20 de diciembre de 2010, 24 de junio de 2011, el 28 de septiembre de 2011 y el 8 de marzo de 2012. Asimismo, recibió observaciones del Estado el 13 de febrero de 2009, el 24 de septiembre de 2010 y el 3 de febrero de 2012. Las observaciones y la información fueron debidamente trasladadas a las partes.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. Posición de los peticionarios
Alegatos generales

6. Los peticionarios indicaron que las 32 presuntas víctimas cometieron diversas infracciones a las leyes penales del estado de Michigan, Estados Unidos, cuando tenían entre 14 y 18 años de edad. Informaron que después de sustanciarse los procedimientos penales correspondientes, las 32 presuntas víctimas fueron condenadas a cadena perpetua sin libertad condicional. Posteriormente, señalaron que las presuntas víctimas presentaron diversos recursos judiciales en contra de las decisiones y de los procedimientos penales seguidos en su contra que resultaron inefectivos. Alegaron esencialmente que la legislación del estado de Michigan, Estados Unidos así como los diversos actos de aplicación de la misma, violaron diversos derechos de las 32 presuntas víctimas consagrados en la Declaración Americana, interpretada en conjunción con diversos tratados internacionales en materia de derechos humanos.
7. Explicaron que la legislación penal del estado de Michigan ha incorporado tres tipos de políticas legislativas durante el transcurso del tiempo:
i) La exclusión de la justicia juvenil basada en la edad o en ciertos tipos delictivos.- Desde antes de 1988, la ley preveía que todos los adolescentes de 17 años debían ser juzgados automáticamente como adultos en caso de cometer ciertas infracciones a las leyes penales –como el delito de homicidio-, pudiendo ser condenados a cadena perpetua sin libertad condicional. Asimismo, adolescentes entre 15 y 16 años podían ser condenados a cadena perpetua sin libertad condicional si el juez decidía, previa audiencia, tratarlos como adultos en el caso de la comisión de ciertos delitos como el de homicidio. Bajo el primer supuesto, los peticionarios alegaron que se enmarcaba el caso de Damion Todd en razón de su edad y, bajo el segundo, el de Henry Hill en razón del delito cometido;

ii) La discrecionalidad de los fiscales para determinar si personas menores de edad que infringieron la ley penal debieran ser juzgados bajo la justicia juvenil y la supresión de la facultad del juez para decidir si deben ser sancionados como personas menores de edad.- A partir de 1988, los fiscales fueron facultados legalmente para decidir discrecionalmente si adolescentes entre 15 y 16 años debían ser tratados como adultos, conservando el juez penal ordinario sólo la facultad para decidir, una vez condenados por el jurado, si debían ser sancionados como adultos o como personas menores de edad por la comisión de ciertos delitos. A partir de 1996, la legislación suprimió la facultad del juez para decidir condenar o no como adultos a las personas entre 15 y 16 años, así como las audiencias posteriores a la condena, de forma que la cadena perpetua sin libertad condicional se convirtió en la sanción automática por la comisión de ciertos delitos sin posibilidad alguna de ser consideradas sus circunstancias individuales, historia o sus posibilidades de rehabilitación. Bajo el primer escenario, los peticionarios alegaron que se enmarcaba el caso de Barbara Hernandez y Kevin Boyd; bajo el segundo escenario los casos de Patrick Lamore y las 28 presuntas víctimas referidas en el Anexo A de la petición, y;

iii) La disminución de la edad mínima bajo la cual las personas menores de edad podrían ser juzgadas como adultos.- Desde 1996, adolescentes de 14 años podían ser tratados como adultos si así lo decidían discrecionalmente los fiscales y ser condenados a cadena perpetua sin libertad condicional en caso de cometer delitos como el homicidio. Bajo este supuesto los peticionarios enmarcaron los casos de Matthew Bentley y de T.J. Tremble.

8. Los peticionarios expusieron que en el estado de Michigan, el delito de homicidio en primer grado incluye: el homicidio en primer grado (first degree murder), el homicidio premeditado (premeditated murder), el homicidio no intencional en el curso de la comisión de un delito grave (felony murder), el homicidio de agentes de las fuerzas del orden o de un guardia de una prisión (murdering a peace or corrections officer), o el auxilio e incitación a la comisión de un homicidio en primer grado (aiding and abetting first degree murder). Alegaron que las 32 presuntas víctimas fueron condenadas a cadena perpetua sin libertad condicional por cometer el delito de homicidio en primer grado cuya tipificación es muy amplia y regula diferentes conductas sin diferenciar, por ejemplo, entre el perpetrador del crimen y las personas que auxilian o incitan a cometerlo. Asimismo, indicaron que en el 2006 en el estado de Michigan existían 307 infractores de la ley penal cuando eran menores de edad condenados a cadena perpetua sin libertad condicional, de los cuales 211 corresponden a minorías étnicas, principalmente afrodescendientes.
9. Alegaron que los Estados Unidos violó el derecho de protección especial contenido en el artículo VII de la Declaración Americana, al tratar a las 32 presuntas víctimas menores de edad como adultos y al juzgarlos y condenarlos, conforme a la legislación de Michigan, a cadena perpetua sin libertad condicional sin considerar su edad, capacidad mental y culpabilidad. En particular, argumentaron que el Estado violó el derecho a la protección especial de las 32 presuntas víctimas por no haber optado por una sanción privativa de la libertad con la menor duración posible, y por condenarlos a una pena que contradice la finalidad de rehabilitación que debiera perseguir la legislación aplicable a personas menores de edad que infrinjan las leyes penales.
10. Los peticionarios arguyeron que los Estados Unidos violó los artículos I, VII y XXVI de la Declaración Americana, al tipificar penalmente y aplicar a las 32 presuntas víctimas la sanción de cadena perpetua sin libertad condicional, ya que constituye una pena cruel, infamante o inusitada, sin considerar la gran vulnerabilidad, menos madurez y, consecuentemente, menos culpabilidad moral y legal de personas menores de edad.
11. Asimismo, los peticionarios alegaron que el Estado es responsable por violar los artículos I, VII y XXVI de la Declaración Americana, al tratar inhumanamente a las 32 presuntas víctimas al imponerles dicha sanción, sobre todo por el daño moral y psicológico que la sanción de cadena perpetua sin libertad condicional causa desproporcionadamente en los menores de edad, y por privarlos de la libertad en prisiones para adultos, en algunas ocasiones de máxima seguridad, donde permanecen aislados y donde, dada su vulnerabilidad, están mucho más expuestos a ataques sexuales y a otras formas de violencia así como a sufrir una gran depresión que culmina, en algunos casos, con intentos de suicidio.
12. Los peticionarios alegaron que, al aplicar Estados Unidos la legislación del estado de Michigan a las 32 presuntas víctimas, éste violó los artículos VII, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana, por: i) no garantizar procedimientos y tribunales judiciales especializados en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes; ii) no garantizar un trato diferenciado entre personas menores de 18 años y adultos conforme a una igualdad substancial y sus diferentes necesidades, tomando en consideración que en otros ámbitos se diferenciaba entre personas menores de edad y adultos; iii) por no considerar los tribunales la edad, la menor culpabilidad de los niños, niñas y adolescentes, la diferencia entre niños, niñas y adolescentes respecto a los adultos para entender y participar en los procedimientos y la deficiente capacidad de los abogados defensores para representar a personas menores de edad en estos casos, y; iv) no darles el Estado oportunidad para presentar evidencia relativa a lo inapropiado que era la condena a cadena perpetua sin libertad condicional, toda vez que al ser tratados como adultos dicha pena era automática. Finalmente, los peticionarios agregaron que no se les había dado a las presuntas víctimas una oportunidad para revisar o apelar de forma efectiva la imposición de la sanción de cadena perpetua sin libertad condicional.
13. Sostuvieron en su escrito del 12 de diciembre de 2008 que la privación de los derechos de las presuntas víctimas se exacerba con la consecuente omisión del Estado de proveerles oportunidades para su rehabilitación, educación y servicios de salud adecuados. Incluso, para que los reclusos en Michigan accedan a un empleo remunerado o a un programa vocacional dentro de la prisión, éstos deben cumplir con el requisito de acreditar el General Educational Development Test, habiéndoles sido negado el acceso a dicho examen debido a la duración de sus condenas. Asimismo, agregaron que los servicios de salud mental dirigidos a las presuntas víctimas son escasos.

14. Los peticionarios arguyeron que si se considera que la Convención sobre los Derechos del Niño ha sido casi universalmente ratificada y dicho tratado internacional prohíbe expresamente la cadena perpetua sin libertad condicional y obliga a que la privación de la libertad sea una medida de último recurso para personas menores de edad, y si se tiene en cuenta que la Comisión reconoció en el caso de Michael Domingues que la prohibición de la pena de muerte, aplicada a personas que cometieron una infracción a las leyes penales cuando eran menores de edad, constituye una norma consuetudinaria perteneciente al jus cogens dada la extensa ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño
, el Estado habría violado la costumbre internacional en este caso.
Alegatos relacionados con el caso de Damion Todd

15. Los peticionarios alegaron que, conforme a la legislación vigente en el estado de Michigan anterior a 1988, las autoridades judiciales trataron a Damion Todd automáticamente como a un adulto a sus 17 años; que el jurado lo responsabilizó por cometer el delito de homicidio en primer grado; y que el juez lo condenó a cadena perpetua sin libertad condicional, en violación de los artículos I, VII, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana. Además, agregaron que Damion Todd viene de una familia de escasos recursos y que su familia tuvo que contratar un abogado defensor que sólo se entrevistó con él un día antes del juicio. Indicaron que el juez no trasladó al abogado de Damion Todd una carta de unos testigos que señalaban que él no había disparado. Agregaron que en la prisión de adultos, Damion Todd sólo ha recibido cuatro infracciones disciplinarias en 18 años y que terminó los estudios secundarios (high school).
Alegatos relacionados con el caso de Henry Hill

16. Los peticionarios argumentaron que, conforme a la legislación vigente en el estado de Michigan anterior a 1988, las autoridades judiciales trataron a Henry Hill como adulto a sus 16 años, el jurado lo responsabilizó por auxiliar e incitar a la comisión de un homicidio en primer grado (aiding and abetting first degree murder) y el juez lo condenó a cadena perpetua sin libertad condicional, en violación de los artículos I, VII, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana. Informaron que, dada la legislación aplicable, el fiscal solicitó al juez que fuera tratado como adulto y, una vez llevada a cabo la audiencia judicial, el juez de la justicia juvenil decidió que fuera juzgado por un tribunal penal ordinario sin considerar, entre otras cuestiones, que tenía la madurez de un niño de nueve años. Una vez condenado, los peticionarios agregaron que Henry Hill estuvo encerrado un año en una celda aislada en la prisión para adultos donde ha permanecido desde los 17 años y que sólo dos días a la semana podía salir por una hora. Indicaron que Henry Hill ha temido ser abusado física y sexualmente, lo cual es común en la prisión en que fue internado, y que no ha recibido tratamiento psicológico. Desde que fue internado, señalaron que Henry Hill ha tomado diversos cursos y a la fecha de la petición es el encargado de servir la comida a oficiales y a presos.
Alegatos relacionados con los casos de Barbara Hernandez y a Kevin Boyd

17. Los peticionarios sostuvieron que, conforme a la legislación vigente de 1988 a 1996, las autoridades judiciales trataron a Barbara Hernandez y a Kevin Boyd como adultos a sus 16 años, el jurado los condenó por cometer el delito de homicidio no intencional en el curso de la comisión de un delito grave (felony murder), y el juez los condenó a cadena perpetua sin libertad condicional, en violación de los artículos I, VII, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana. Informaron que en su caso, dada la legislación aplicable, el fiscal consideró discrecionalmente tratarlos como adultos y que, una vez responsabilizados por el jurado, el juez debía considerar si en su caso debían ser sancionados como adultos o como personas menores de edad. Señalaron que, conforme a la legislación, el juez debía considerar: i) historial, carácter, madurez y modo de vida, ii) la gravedad del crimen; iii) si el crimen era parte de un patrón; iv) si la naturaleza del comportamiento del adolescente representaba un peligro para la sociedad cuando fuera liberado a los 21 años; v) si el adolescente era apto para rehabilitarse en instalaciones para adultos o para personas menores de edad y jóvenes; y vi) los intereses superiores del bien común y la protección de la seguridad pública. Indicaron que en dichos casos, el juez tenía dos opciones: si los condenaba bajo la justicia juvenil quedarían en libertad a los 21 años y si los condenaba como adultos la sanción de cadena perpetua sería automática por los crímenes cometidos, e informaron que esta última sanción es la que el juez impuso en sus casos.
18. Agregaron que en el caso de Barbara Hernandez, el juez la condenó como adulta conforme al peritaje que indicaba que no tenía remordimiento sobre la muerte de la víctima y la seriedad del crimen, sin considerar su estado psicológico y el hecho de que fue abusada sexualmente desde su infancia, y consideró, para la privación de su libertad en una prisión de adultos, el hecho de que las instalaciones de la justicia juvenil no ofrecían la atención médica que requería así como la poca probabilidad de rehabilitación que podría tener. Informaron que Barbara Hernandez ha sido víctima de violencia sexual y ha sufrido diversas lesiones dentro de la prisión para adultos en la que fue internada.

19. Los peticionarios alegaron que el juez consideró que Kevin Boyd debía ser responsabilizado y sancionado como adulto, dada la naturaleza del crimen y el hecho de que dos años no serían suficientes para rehabilitarse, toda vez que tenía 19 años al momento de ser responsabilizado por las infracciones cometidas a los 16 años. Asimismo, indicaron que fue tomada en cuenta como prueba una confesión sin que le fueron informados sus derechos constitucionales antes del interrogatorio (Miranda Rights). Agregaron que Kevin Boyd intentó suicidarse en más de una ocasión en la prisión para adultos y que, desde entonces, Kevin Boyd ha obtenido un Diploma de Educación General (General Education Diploma).
Alegatos relacionados con los casos de Patrick James McLemore y de las 27 presuntas víctimas referidas en el Anexo A

20. Los peticionarios alegaron que, al aplicarse la legislación del estado de Michigan a Patrick James McLemore y a las 27 presuntas víctimas referidas en el Anexo A de su petición, el Estado violó los artículos I, VII, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana, interpretada en conjunción con diversos tratados internacionales en materia de derechos humanos, ya que a partir de 1996, como adolescentes entre los 14 y 17 años, los fiscales en sus respectivos casos discrecionalmente los trataron como adultos y, una vez que el jurado los condenó por el delito de homicidio en primer grado, no tuvieron oportunidad alguna para que el juez considerara si debían ser sancionados como adultos o como personas menores de edad. Con relación a Patrick James McLemore, los peticionarios agregaron que fue tratado como adulto y condenado a cadena perpetua sin libertad condicional a sus 16 años por cometer el delito de homicidio no intencional en el curso de la comisión de un delito grave (felony murder). Desde que está en prisión obtuvo un Diploma de Educación General y mejoró sustancialmente su desempeño académico.
21. Sobre las 27 presuntas víctimas, los peticionarios no presentaron, salvo en algunos casos, alegatos individualizados, aunque mencionaron que éstas eran personas menores de 18 años y que fueron tratadas como adultos y condenadas a cadena perpetua sin libertad condicional por cometer el delito de homicidio en primer grado, bajo el mismo marco jurídico que le fue aplicado a Patrick James McLemore, conforme al listado correspondiente al Anexo A de la petición así como al Anexo I de su escrito del 20 de diciembre de 2010.
22. Respecto a Matthew Bentley, una de las 27 presuntas víctimas referidas en el Anexo A de la petición, alegaron que aunque éste argumentó ante los tribunales internos que la sanción de cadena perpetua sin libertad constituía un castigo cruel o inusual conforme a la Constitución del estado de Michigan y que la imposición de la pena a personas menores de edad de forma automática por la comisión del delito de homicido era contraría a la garantía de debido proceso, la Corte de Apelaciones de Michigan rechazó sus argumentos, indicando que estas cuestiones habían sido decididas antes. Informaron que posteriormente la Corte Suprema de Michigan rechazó revisar dicha decisión. Finalmente, los peticionarios alegaron que no fue considerado el estado mental de John Espie dentro del proceso, ya que había sido diagnosticado con síndrome del lóbulo frontal (Frontal Lobe Syndrome), y que T.J. Tremble fue arrestado y emitió su confesión sin que sus padres o un abogado estuviera presente.

23. Asimismo, alegaron respecto a Oliver Webb, Cedric King, Eric Latimer, Chavez Hall, Mattew Bentley, Maurice Black, Maurice Ferrell, Mark Gonzalez, Lonell Haywood, Christopher Hynes, Juan Nunez, Sharon Patterson, T.J. Tremble, Marlon Waker, Oliver Webb, Ahmad Williams, Larketta Collier, Cornelious Copeland, Lamar Haywood, Tyron Reyes, Kevin Robinson, Elliott Whittington, Leon Williams y Jonny Williams que no tienen acceso a la educación en igualdad de condiciones a personas privadas de la libertad no condenadas a cadena perpetua sin libertad condicional o, en general, acceso a programas de rehabilitación.

Alegatos relacionados con la admisibilidad de la petición

24. Los peticionarios alegaron que las 32 presuntas víctimas no debían agotar los recursos internos, invocando la excepción a la regla de agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 31.2 (a) de su Reglamento. Los peticionarios alegaron que los recursos en Estados Unidos no eran efectivos, dado que la impugnación de las sentencias que condenaron a las presuntas víctimas a cadena perpetua sin libertad condicional no tenía posibilidades razonables de prosperar conforme a las leyes y jurisprudencia del estado de Michigan y de la Federación.
25. Agregaron que conforme a las leyes de los Estados Unidos no existía un recurso realista, adecuado y efectivo al momento en que las presuntas víctimas infringieron las leyes penales que posibilitara un examen sustantivo de sus casos, teniendo en cuenta que eran personas menores de edad, de forma que cualquier recurso presentado en los términos antes referidos tenía pocas posibilidades de prosperar, siendo éstos fútiles. Asimismo, indicaron que, en todo caso, el Estado debía demostrar la disponibilidad de un recurso adecuado para que lo alegado en la petición prosperara.
26. Indicaron que la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos ha declarado que la cadena perpetua sin libertad condicional es una sanción constitucional
 y que los tribunales federales de apelación
 y los tribunales de apelación del estado de Michigan
 han decidido que condenar a personas menores de edad con cadena perpetua sin libertad condicional no viola la Octava Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos o la Constitución de Michigan. Agregaron que la ratio del caso Roper v. Simmons
, al prohibir la condena a pena de muerte de personas menores de edad, no permite concluir que las víctimas tenían un recurso adecuado ante los tribunales internos, sobre todo, si dicha decisión se basó principalmente en el hecho de que 30 estados de los Estados Unidos habían prohibido la pena de muerte para personas menores de edad.
27. Argumentaron que, contrariamente al alegato del Estado, las presuntas víctimas no debían agotar toda posibilidad teórica de recurso dentro del ámbito interno y no tienen la obligación de agotar recursos extraordinarios como lo sería el writ of certiorari ante la Suprema Corte de Justicia, de forma análoga a lo resuelto por la Comisión en la admisibilidad del caso de César Alberto Mendoza
. Los peticionarios agregaron que habían agotado todos los recursos internos disponibles conforme al Anexo I de dicho escrito, habiendo tenido el Estado suficientes oportunidades para reparar a las presuntas víctimas por las violaciones alegadas en la petición. Indicaron que la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos en el caso Graham v. Florida no es vinculante, dado que decidió que la cadena perpetua sin libertad condicional constituye una pena cruel e inusual en el caso de personas menores de edad condenadas por delitos diferentes al homicidio (non-homicide crimes), además de que dicha sentencia sólo posibilita que los condenados menores de edad puedan salir de prisión bajo libertad condicional, sin que ello impida que sean sancionados con penas de larga duración
. 
28. Alegaron que los dos nuevos casos admitidos por la Suprema Corte de Justicia el 7 de noviembre de 2011 para su revisión a través del recurso de writ of certiorari (Miller v. Alabama y Jackson v. Hobbs), presentan cuestiones más limitadas que las presentadas en la petición, dado que en dichos casos la Suprema Corte de Justicia sólo revisará si la cadena perpetua sin libertad condicional impuesta como sanción a dos personas que cometieron el delito de homicidio en Alabama y Arkansas a los 14 años de edad, en aplicación de un régimen legal conforme al que hay que imponer dicha sanción obligatoriamente, viola la Octava y la Décima Cuarta Enmiendas de la Constitución de los Estados Unidos.
29. Sostuvieron que la petición había sido presentada dentro de un plazo razonable dadas las circunstancias, toda vez que la violación de los derechos de las presuntas víctimas en todos los casos son similares y continuas, al seguir todas las presuntas víctimas privadas de la libertad. Finalmente, los peticionarios solicitaron diferir el tratamiento de la admisibilidad hasta el debate y decisión sobre el fondo, en lo relativo al agotamiento de los recursos internos y el plazo para la presentación de la petición.
B. Posición del Estado
30. El Estado alegó que los peticionarios no habían agotado los recursos internos y que no resultaban aplicables las excepciones al agotamiento de los recursos internos. El Estado argumentó, contrariamente a los peticionarios, que el estándar internacional de agotamiento de los recursos internos no puede implicar no agotar recursos alegando que no existe una posibilidad razonable de éxito y señaló que “la simple probabilidad de una decisión desfavorable es insuficiente: debe haber algo más que una probabilidad de derrota, pero menos que certeza”
.
31. Arguyó que los argumentos sobre admisibilidad de los peticionarios estaban basados completamente en jurisprudencia de los Estados Unidos precedente a los casos Roper v. Simons y Atkins v. Virginia
, resueltos por la Suprema Corte de Justicia que prohibieron la aplicación de la pena de muerte en personas menores de edad y en personas con retraso mental respectivamente. Agregó que estas sentencias abren la posibilidad de que los tribunales de los Estados Unidos puedan tomar en cuenta los argumentos esgrimidos por los peticionarios. Asimismo, el Estado señaló que el requisito de agotamiento de los recursos internos implica que las cuestiones alegadas en la petición ante la Comisión hubiesen sido abordadas y decididas por los tribunales internos e indicó que ninguna de las presuntas víctimas habían argumentado las cuestiones alegadas en la petición ante los tribunales estatales.
32. Alegó que las presuntas víctimas Henry Hill, Barbara Hernandez, Kevin Boyd, Damion Todd y Patrick McLemore no agotaron recursos al no haber planteado las mismas cuestiones presentadas en la petición dentro de los procedimientos internos. Asimismo, señaló que Henry Hill, Barbara Hernandez y Kevin Boyd no agotaron los recursos internos disponibles al estar pendientes a la fecha de presentación de la petición los recursos de habeas corpus federal (federal habeas corpus). El Estado argumentó que las reclamaciones dentro de dichos recursos difieren de los alegatos dentro de la petición presentada ante la Comisión, toda vez que en el habeas corpus federal no cuestionaron la constitucionalidad de las sentencias de forma substancialmente similar a lo cuestionado en la petición presentada.
33. El Estado alegó que, si llegase la Comisión a decidir que las presuntas víctimas agotaron los recursos internos, la petición tendría que ser declarada inadmisible en virtud de que no fue presentada dentro de un plazo de seis meses o dentro de un plazo razonable a partir de la fecha de notificación de la sentencia condenatoria. La petición respecto a los casos de Henry Hill, Barbara Hernandez, Kevin Boyd, Damion Todd y Patrick James McLemore es inadmisible puesto que fueron condenados respectivamente en los años 1982, 1991, 1986, 1996 y 2000, mucho antes de la presentación de la petición en el 2006. Además agregan que los recursos presentados por los peticionarios contra dichas sentencias condenatorias involucran cuestiones diferentes a las alegadas en la petición exhibida ante esta Comisión, por lo que no podrían ser considerados para efectos del plazo, e indicaron que las cuestiones alegadas en la petición jamás han sido planteadas en una corte estatal o federal en los Estados Unidos.
34. Argumentó que conforme al artículo 34 del Reglamento de la Comisión, una petición debe mostrar hechos que tiendan a acreditar una violación a la Declaración Americana. El Estado manifestó que los peticionarios argumentaron en su petición reclamaciones generales respecto a la ley sin referirse a hechos que demuestren un daño al peticionario y, por consiguiente, una violación a la Declaración Americana. Agregaron que los peticionarios se refirieron constantemente a la aplicación de otros instrumentos internacionales diferentes a la Declaración Americana en su petición así como a decisiones y opiniones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sin que dichos instrumentos, decisiones y opiniones sean obligatorios para los Estados Unidos o, en su caso, puedan ser aplicadas por la Comisión al no estar facultada para ello. Asimismo, señalaron que aunque los peticionarios se hubieran referido a violaciones a los artículos I, VII, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana, sus alegatos están basados en una errónea interpretación expansiva de dichos artículos, además de que sus afirmaciones no se ajustan a la letra de su texto y descansan en un sistemático y defectuoso análisis del derecho internacional relevante.
35. El Estado alegó que la Comisión no está facultada para considerar si las leyes de los Estados Unidos violan el derecho internacional consuetudinario. El Estado señaló que para que exista una regla de derecho internacional consuetudinario debe mediar una práctica reiterada y uniforme de los Estados así como un sentido de obligatoriedad de la misma u opinio juris, lo cual no ha sido acreditado en el presente caso por los peticionarios. El Estado agregó que si existiera dicha regla, ésta no podría obligar a los Estados Unidos, al haber objetado continuamente la práctica antes de haber adquirido obligatoriedad, ya que el Estado ha reservado persistentemente su facultad para sancionar personas menores de edad con cadena perpetua sin libertad condicional en caso de incurrir en graves infracciones a las leyes penales. Finalmente, agregó que Estados Unidos no ha ratificado la Convención sobre los Derechos del Niño, en parte, por el contenido del artículo 37 que prohíbe sancionar a personas menores de edad con cadena perpetua sin libertad condicional.
36. El Estado alegó que el estado de Michigan, al no ser miembro de la OEA, no podría ser considerado como parte en el presente procedimiento, de forma que solicitó a esta Comisión que la petición fuese declarada inadmisible en todo lo relativo al estado de Michigan.

37. El Estado argumentó en su escrito que la Comisión sólo está facultada para estudiar conjuntamente cuestiones de admisibilidad y de fondo en casos serios y urgentes conforme a su Reglamento. Indicaron que para ello, los peticionarios debieron haber solicitado el estudio conjunto al presentar su petición y la Comisión haber solicitado información en ese sentido al trasmitir la petición al Estado, lo cual no fue así.
38. Finalmente, el Estado alegó que la sentencia del caso Graham v. Florida constituye un precedente que permite concluir que los peticionarios debían agotar los recursos internos, toda vez que ello no sería fútil como lo alegaron. Asimismo, argumentó que los dos casos admitidos el 7 de noviembre de 2011 por la Suprema Corte de Justicia para su revisión a través del writ of certiorari (Miller v. Alabama y Jackson v. Hobbs), demuestran que los peticionarios no habían agotado los recursos internos, y que éstos no podrían ser considerados fútiles, dado que los hechos en dichos casos son comparables con los de los referidos en la petición.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión

39. La Comisión Interamericana considera que es competente ratione personae para analizar las denuncias planteadas en la presente petición. De conformidad con el artículo 23 del Reglamento de la CIDH, los peticionarios están autorizadas a presentar reclamos alegando violaciones de los derechos protegidos por la Declaración Americana. Las supuestas 32 víctimas son personas cuyos derechos están protegidos por este instrumento internacional. El Estado está obligado a respetar las disposiciones contenidas en la Declaración Americana, y la CIDH es competente para recibir peticiones que aleguen violaciones perpetradas por el Estado contenidas en el mencionado instrumento, al haber ratificado la Carta de la OEA el 19 de junio de 1951 y estar sometido a la jurisdicción de la Comisión desde 1959, año en el que se creó este órgano, y de conformidad con los artículos 1 y 20 del Estatuto de la CIDH y los artículos 23 y 51 de su Reglamento
. La Comisión recuerda a las partes que en casos anteriores ha concluido que la cláusula federal no puede ser alegada a efecto de que los Estados federales incumplan las obligaciones contenidas en la Declaración Americana o, en todo caso, desconozcan la competencia ratione personae de la Comisión Interamericana
.
40. Tomando en cuenta que la petición alega violaciones de los derechos protegidos por la Declaración Americana que han tenido lugar en el territorio de los Estados Unidos, la CIDH concluye que tiene competencia ratione loci para tomar conocimiento de las mismas. Además, la petición se basa en hechos que ocurrieron en el momento en que estaban en efecto las obligaciones asumidas por el Estado de conformidad con la Carta de la OEA y la Declaración Americana, de manera que la Comisión Interamericana tiene competencia ratione temporis para examinar este asunto.

41. Finalmente, visto que los peticionarios han presentado reclamos alegando la violación de los artículos I, VII, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana, la CIDH es competente ratione materiae para examinar esta demanda. Por lo tanto, la Comisión Interamericana considera que es competente para examinar los reclamos que se plantean en la petición.

B.
Otros requisitos de admisibilidad

1.
Agotamiento de los recursos internos
42. De conformidad con el artículo 31.1 de su Reglamento, la Comisión Interamericana deberá verificar si se han interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Sin embargo, el artículo 31.2 de su Reglamento especifica que este requisito no se aplica cuando: a) no exista en la legislación interna del Estado en cuestión el debido proceso legal para la protección del derecho que se alega que ha sido violado; b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, haya sido impedido de agotarlos; o c) si ha habido un retardo injustificado en la decisión final por parte de los recursos internos.
43. La CIDH reitera que la decisión sobre la aplicación de excepciones a la norma sobre agotamiento de recursos de jurisdicción interna deberá ser adoptada en forma previa e independiente del análisis de los méritos del caso, porque se basa en un tipo y carácter de pruebas diferente al que se utiliza para determinar si ha habido o no una violación de los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana
.

44. El Estado alegó que las presuntas víctimas no habían agotado todos los recursos internos, incluyendo el recurso de habeas corpus federal, y que, aún en el supuesto de haberlo agotado, las presuntas víctimas no habían planteado en el ámbito interno las mismas cuestiones presentadas en la petición, incumpliéndose el requisito de previo agotamiento de los recursos internos. Por su parte, los peticionarios argumentaron que el Estado tuvo conocimiento de los alegatos de las presuntas víctimas desde que se presentó la petición en el 2006, teniendo suficiente oportunidad para considerarlos y, en su caso, reparar a las víctimas. Además, agregaron que las presuntas víctimas habían efectuado antes de presentarse la petición ante la CIDH numerosos intentos para que el Estado reparara los daños sufridos a través del agotamiento de los recursos disponibles conforme al derecho interno. Indicaron que al rechazar la Corte de Apelaciones del estado de Michigan todo recurso contraviniendo la legalidad y la constitucionalidad relacionada con tratar como adultos a los adolescentes y condenarlos a cadena perpetua, estaba demostrado que no existía un recurso efectivo para hacer valer sus derechos. Finalmente, los peticionarios alegaron que las presuntas víctimas no presentaron ante los tribunales internos argumentos similares a los esgrimidos en la petición, porque éstos no hubieran tenido posibilidades de prosperar, dado que los recursos previstos en el ordenamiento interno no tendrían razonables perspectivas de éxito a la luz de la jurisprudencia de los tribunales de Estados Unidos.

45. Asimismo, el Estado argumentó que las 32 presuntas víctimas no presentaron su petición de writ of certiorari conforme al precedente de la Suprema Corte de Justicia en el caso Graham v. Florida, en el cual concluyó que la condena a cadena perpetua sin libertad condicional aplicada a personas menores de 18 años que infrinjan las leyes penales por la comisión de delitos diversos al homicidio (nonhomicide crimes), constituye un castigo cruel e inusual conforme a la Octava Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos. El Estado alegó que las presuntas víctimas, a través del recurso de writ of certiorari, tienen la oportunidad de acceder a la Suprema Corte de Justicia para remediar su situación, sin que la Comisión esté facultada para prejuzgar sobre las posibilidades de éxito que tendrían los peticionarios en el ámbito interno. Agregó que los casos Miller v. Alabama y Jackson v. Hobbs demostraban que los peticionarios no habían agotado los recursos internos, y que los recursos internos no podrían ser considerados fútiles, dado que los hechos en dichos casos son comparables con los referidos en la petición. Contrariamente a lo alegado por el Estado, para los peticionarios las presuntas víctimas no debían agotar el recurso de writ of certiorari ante la Suprema Corte de Justicia, en virtud de que el mismo es un recurso extraordinario. Además, los peticionarios alegaron que conforme a la jurisprudencia de la Comisión los recursos a agotar deben estar disponibles, ser adecuados y ser eficaces para solucionar la presunta violación de derechos humanos, y afirmaron que el writ of certiorari no cumple con dichos requisitos, siendo fútil agotarlo
. Finalmente, argumentaron que los casos Graham v. Florida, Miller v. Alabama y Jackson v. Hobbs atienden cuestiones más limitadas que las presentadas en la petición.
46. La CIDH ha sostenido que el propósito del requisito del agotamiento de los recursos internos es asegurar que el Estado en cuestión esté informado de una supuesta violación de un derecho protegido y tenga la oportunidad de resolver esas controversias dentro de su propio marco legal antes de que estos problemas sean presentados ante una entidad internacional
. Para la CIDH “si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional está cumplida”
.
47. Por otra parte, de acuerdo con la jurisprudencia de la Comisión y con la de otros órganos de derechos humanos, no deben agotarse los recursos ineficaces. Para la CIDH los recursos son ineficaces para efectos de la admisibilidad de la petición cuando se demuestra que ninguna de las vías para reivindicar una reparación ante la justicia interna parece tener perspectivas de éxito
. Para satisfacer este extremo, la Comisión debe tener ante sí elementos que le permitan evaluar efectivamente el resultado probable de las acciones de los peticionarios. La mera duda sobre las perspectivas de presentarse ante la justicia no basta para eximir a los peticionarios del agotamiento de los recursos internos
. A efecto de decidir si un caso es admisible o no y sin prejuzgar sobre las cuestiones de fondo, si dichos recursos se consideraran ineficaces por no tener perspectivas razonables de éxito, resultaría aplicable la excepción al agotamiento de los recursos internos referida en el artículo 31.2 (b) del Reglamento de la CIDH 
.
48. Asimismo, la Comisión ha sostenido que “el requisito de agotamiento de los recursos internos no significa que las presuntas víctimas tengan la obligación de agotar todos los recursos que tengan disponibles”, de forma que los recursos extraordinarios no deben ser agotados, puesto que tienen un carácter discrecional
 o dado que su procedencia es restringida y no satisface plenamente la garantía del inculpado a impugnar la sentencia
.

49. Conforme a la información proporcionada por los peticionarios y no controvertida por el Estado, la Comisión observa que Henry Hill, Barbara Hernandez, Kevin Boyd, Damion Todd y Patrick James McLemore agotaron los recursos de apelación ante la Corte de Apelaciones del estado de Michigan
 o presentaron solicitudes para apelar (leave to appeal) ante la Suprema Corte de Michigan
. Asimismo, advierte que presentaron el recurso de habeas corpus federal, los cuales fueron resueltos de forma desfavorable a sus intereses
. Incluso, nota que Damion Todd presentó una petición de writ of certiorari que le fue negada
. Adicionalmente, la Comisión observa que los peticionarios mencionan en su Anexo I de su escrito del 20 de diciembre de 2010 que Henry Hill, Barbara Hernandez y Damion Todd presentaron solicitudes de conmutación o perdón de la pena que les fueron denegadas, sin que el Estado presentara observaciones al respecto
.
50. Por otro lado, respecto a las 27 víctimas referidas en el Anexo A de la petición, el Estado argumentó que no contaba con la información relacionada con sus casos, de forma que solicitó a esta Comisión que declara inadmisible la petición respecto a estas víctimas. Al respecto, la CIDH observa que los peticionarios enviaron el Anexo A mediante comunicación del 9 de mayo de 2007, el cual fue trasladado al Estado en su oportunidad
. Asimismo, advierte que, por comunicación del 20 de diciembre de 2010, los peticionarios adjuntaron el Anexo I a su comunicación, mismo que fue trasladado al Estado con fecha 11 de enero de 2011 sin que éste haya presentado observaciones a dicho documento. Finalmente, la Comisión advierte que la petición y el Anexo A están disponibles públicamente en la página de Internet de los peticionarios
.
51. La Comisión nota que los peticionarios presentaron en el Anexo A de la petición los nombres, la fecha de condena y algunos datos de las 27 presuntas víctimas antes referidas y, en el Anexo I del escrito del 20 de diciembre de 2010, los recursos que éstos agotaron así como la fecha en que habían sido resueltos. La Comisión observa que de las 27 presuntas víctimas referidas en el Anexo A y en el Anexo I, ocho agotaron el recurso de habeas corpus federal, a saber, Matthew Bentley
, Maurice Black
, Cornelius Copeland
, John Espie
, Lamarr Haywood
, Lonell Haywood
, T.J. Tremble
 y Shytour Williams
, e incluso dos de ellas el recurso de writ of certiorari, a saber, Matthew Bentley
 y Shytour Williams
. Sin embargo, conforme a la información presentada por los peticionarios, 26 de las 27 presuntas víctimas presentaron el recurso de apelación ante la Corte de Apelaciones del estado de Michigan, la cual confirmó la condena a cadena perpetua sin libertad condicional
. El Estado no controvirtió la información ofrecida por los peticionarios, además de que esta Comisión observa que se encuentra en poder del Estado al tratarse de demandas y sentencias.
52. La CIDH observa, conforme a la información proporcionada por los peticionarios, que Matthew Bentley presentó ante los tribunales internos argumentos relacionados con la inconstitucionalidad de las leyes de Michigan que facultan a los fiscales o a los jueces a tratar como adultos a personas menores de edad que cometan el delito de homicidio o argumentos tendientes a acreditar que la cadena perpetua sin libertad condicional constituye un castigo cruel e inusual en términos de la Octava Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos.

53. Conforme a lo alegado y a la prueba aportada por los peticionarios que no fue controvertida por el Estado, la CIDH observa que la Corte de Apelaciones del estado de Michigan ha considerado en diversas ocasiones infundados recursos de apelación presentados por personas menores de 18 años que alegaron, a través de sus representantes, haber sido tratadas injustificadamente como adultos o que la cadena perpetua sin libertad condicional que les fue impuesta constituía un castigo cruel o inusual. La CIDH observa que en esas sentencias, los tribunales concluyeron que la cadena perpetua sin libertad condicional no estaba prohibida conforme a la Constitución del estado de Michigan y que no constituía una sanción cruel o inusual. Una de estas sentencias corresponde al caso de Matthew Bentley, una de las 32 presuntas víctimas
.
54. La Comisión advierte que en el caso de Matthew Bentley, la Corte Federal de Distrito le negó el habeas corpus federal solicitado, y concluyó que las leyes de Michigan que condenan a personas menores de 18 años a cadena perpetua sin libertad condicional no contravienen la Octava Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos
. Asimismo, la CIDH observa que la Suprema Corte de Justicia negó a Matthew Bentley en 2006 su petición de writ of certiorari, en la cual presentó cuestiones substancialmente similares a las esgrimidas en la petición recibida por esta Comisión, incluyendo el alegato de que la cadena perpetua sin libertad condicional constituye una pena cruel e inusual y el alegato de la necesidad de tratar diferenciadamente a adultos y personas menores de 18 años
.
55. También nota que en diversas ocasiones la Suprema Corte de Justicia no admitió el recurso de writ of certiorari presentado por diversas personas menores de 18 años de diferentes estados, incluyendo Michigan. Al presentar dicho recurso, esas personas alegaron que la condena a cadena perpetua sin libertad condicional era inconstitucional conforme a la Octava Enmienda por tratarse de una pena cruel e inusual
.

56. Con base en los elementos de hecho y derecho analizados y para efectos de la admisibilidad, la Comisión considera que las cuestiones principales planteadas en la petición 160-06 han sido presentadas ante diferentes instancias judiciales, específicamente ante la instancia superior del estado de Michigan y, finalmente, ante la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos, tanto en el contexto de la presente petición, como se observa en los recursos presentados por Matthew Bentley, como en el contexto de otros casos respecto a los cuales diversas personas menores de edad han presentado múltiples recursos con el fin de cuestionar e impugnar la aplicación de la cadena perpetua sin libertad condicional al momento en que infringieron las leyes penales, así como la aplicación de leyes que tratan como adultos a personas menores de edad acusadas y condenadas por la comisión del delito de homicidio.
57. Con base en dicha revisión, la Comisión concluye que el Estado ha tenido amplias oportunidades para conocer las cuestiones alegadas en la presente petición así como diversas ocasiones para remediar, de considerarlo pertinente, la situación alegada por las presuntas víctimas. Asimismo, la Comisión estima que no puede considerarse, para efectos de admisibilidad, que los recursos internos tuvieran razonables perspectivas de éxito a la luz de la jurisprudencia constante de los tribunales de los Estados Unidos, incluida la Suprema Corte de Justicia. En este sentido, la Comisión concluye que a los casos de las 32 presuntas víctimas les resulta aplicable la excepción al agotamiento de los recursos internos referida en el artículo 31.2 (b) del Reglamento de la CIDH.
58. Respecto a los alegatos del Estado relacionados con que las presuntas víctimas tenían la oportunidad de acceder a la Suprema Corte de Justicia a través del recurso de writ of certiorari para remediar su situación y con que los casos Graham v. Florida, Miller v. Alabama y Jackson v. Hobbs demuestran que los recursos internos no pueden ser considerados fútiles, la CIDH observa que el writ of certiorari es un recurso que faculta discrecionalmente a la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos para revisar sentencias de tribunales federales o estatales, según las Reglas de la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos, ya que una solicitud de writ of certiorari sólo será procedente por razones imperiosas, además de que analizar una solicitud de writ of certiorari no es una cuestión de derecho, sino de discrecionalidad judicial
.
59. La Comisión observa que la discrecionalidad se evidencia con el hecho de que Matthew Bentley, una de las presuntas víctimas que tenía 14 años al infringir las leyes penales, presentó ante la Suprema Corte de Justicia cuestiones esencialmente similares a las planteadas en Miller v. Alabama y Jackson v. Hobbs, sin que su petición de writ of certiorari hubiera sido admitida. Asimismo, advierte que, mientras la Suprema Corte de Justicia entró al fondo de la cuestión en el caso Graham v. Florida
, en el caso Sullivan v. Florida
 no fue así. Ambas peticiones fueron resueltas el mismo día y en las dos los interesados alegaron la inconstitucionalidad de la condena a cadena perpetua sin libertad condicional cuando al cometerse un delito diverso al homicidio (non-homicide crime) las personas son menores de 18 años.
60. En conclusión, para los efectos de admisibilidad, la Comisión toma en cuenta que los alegatos de la petición cuestionan el marco jurídico aplicado a las presuntas víctimas y sus consecuencias, no las circunstancias individuales de cada condena, y en este sentido los tribunales del país han tenido reiteradas oportunidades para conocer y decidir sobre la compatibilidad de dicho marco conforme los principios de debido proceso. La Comisión considera que, en este sentido, a los efectos de admisibilidad, no es necesario exigir que cada presunta víctima plantee el mismo reclamo a través de una instancia de naturaleza extraordinaria y discrecional y, en consecuencia, decide aplicar la excepción prevista en el artículo 31.2 (b) del Reglamento de la CIDH.
2.
Plazo de presentación de la petición

61. El artículo 32.1 del Reglamento de la Comisión Interamericana requiere que las peticiones sean presentadas dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha de notificación de la decisión definitiva. Sin embargo, en virtud del artículo 32.2 de dicho Reglamento, en aquellos casos en que resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión Interamericana. A tal efecto, la Comisión Interamericana debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso
.
62. La Comisión observa que los recursos de habeas corpus federal presentados por Henry Hill, Barbara Hernandez, Kevin Boyd y Patrick McLemore, y el recurso de writ of certiorari presentado por Matthew Bentley, fueron resueltos de forma posterior a la presentación de la petición ante la Comisión. En el caso de Damion Todd, la Comisión observa que la presunta víctima presentó, posteriormente al recurso de habeas corpus federal, una apelación que le fue negada el 4 de enero de 2007. También observa que a Damion Tood le fue negada una solicitud de perdón o conmutación de la pena el 11 de octubre de 2010 de forma posterior a la presentación de la petición, sin que el Estado presentara observaciones al respecto.
63. Asimismo, la Comisión observa que Maurice Black, Larketa Collier, Cornelius Copeland, John Espie, Maurice Ferrel, Mark Gonzalez, Chavez Hall, Lamar Haywood, Lonnell Haywood, Christopher Hynes, Ryan Kendrick, Cedric King, Eric Latimer, Juan Nuñez, Sharon Patterson, Gregory Petty, Tyrone Reyes, Kevin Robinson, T.J. Tremble, Marlon Walker, Oliver Webb, Elliot Whittington, Ahmad Williams, Johnny Williams, Leon Williams y Shytour Williams presentaron su petición dentro de un plazo razonable, toda vez que los últimos recursos presentados les fueron negados en una fecha posterior a la presentación de la petición ante la CIDH
 y en otros casos la Corte de Apelaciones del estado de Michigan confirmó su condena al resolver el recurso de apelación o fueron condenados, por lo menos, 7 años antes de haber sido presentada la petición ante esta Comisión el 23 de febrero de 2006
.

64. Finalmente, la Comisión advierte que en el presente caso, la petición fue recibida el 23 de febrero de 2006 y que los efectos de la privación de la libertad de las 32 presuntas víctimas, conforme a un marco legal alegadamente contrario a la Declaración Americana, se extienden hasta el presente. Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

65. No surge del expediente que la materia de las peticiones se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzcan peticiones ya examinadas por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 33.1 del Reglamento de la Comisión Interamericana.
4.
Caracterización de los hechos alegados

66. El artículo 34 (a) del Reglamento de la Comisión Interamericana dispone que las peticiones que se presenten a la CIDH deben afirmar hechos que tiendan a establecer una violación de los derechos referidos en su artículo 27, en cuyo defecto la petición debe ser desestimada por ser “manifiestamente infundada” o “improcedente”, según lo dispuesto en su artículo 34 (b). El criterio para analizar la admisibilidad difiere del utilizado para el análisis del fondo de la petición dado que la Comisión Interamericana sólo realiza un análisis prima facie para determinar si los peticionarios establecen la aparente o posible violación de un derecho garantizado por la Declaración Americana. Se trata de un análisis somero que no implica prejuzgar o emitir una opinión preliminar sobre el fondo de la cuestión.
67. Ni la Declaración Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen a los peticionarios identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. En cambio, corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría concluirse que habría sido violada si los hechos alegados son probados mediante evidencia suficiente y argumentos legales.
68. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que de ser probada la aplicación a las presuntas víctimas del marco legal alegado en cada caso, prima facie, podrían caracterizarse violaciones a los artículos I, XII, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana en perjuicio de las 32 presuntas víctimas. Dicho análisis en la etapa de fondo considerará si el marco legal aplicado garantizó en cada caso el derecho de protección especial de las personas menores de edad así como un trato diferenciado al de los adultos en atención a sus necesidades, conforme a los derechos contenidos en los artículos II y VII de la Declaración Americana. El análisis relativo a la posible violación del artículo XXV de la Declaración Americana se centrará en el derecho a un tratamiento humano durante la privación de la libertad conforme al marco jurídico de las leyes de Michigan aplicado a las presuntas víctimas.
69. Por otra parte, en la medida de lo pertinente, la Comisión analizará si conforme al marco jurídico aplicado a las presuntas víctimas, éstas tuvieron acceso a un defensor público especializado en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes, sobre todo si en algunos casos fue alegado que a algunas de las presuntas víctimas les fue asignado un defensor público que no garantizó su derecho de debida defensa, por lo que, prima facie, podrían caracterizarse violaciones a los artículos XVIII y XXVI en relación con los artículos II y VII de la Declaración Americana.
70. Respecto a Henry Hill, Barbara Hernandez y Kevin Boyd, los peticionarios alegaron diversas cuestiones específicas sobre las condiciones de su privación de la libertad derivadas del marco legal que les fue aplicado que podrían atentar contra su derecho a la integridad personal y su derecho a un tratamiento humano conforme a su derecho de protección especial en tanto personas menores de edad, por lo que, prima facie, podrían caracterizarse violaciones a los derechos contenidos en los artículos I y XXV en relación con el artículo VII de la Declaración Americana.
71. Como lo ha sostenido la Comisión, los derechos contenidos en la Declaración Americana podrán ser interpretados conforme al principio de interés superior del niño y al corpus juris en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes
.

72. Finalmente, la CIDH considera que no podrían caracterizarse violaciones al artículo XXIV de la Declaración Americana que contiene al derecho de petición.
VI.
CONCLUSIONES

73. La Comisión Interamericana concluye que es competente para examinar los reclamos presentados en el presente asunto y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1. Declarar admisible la presente petición en relación con los artículos I, II, VII, XII, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana;

2. Declarar inadmisible la presente petición en relación con el artículo XXIV de la Declaración Americana;
3. Notificar a las partes la presente decisión;
4. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión;
5. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado ante la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012 (Firmado):  José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Rosa Maria Ortiz y Rose-Marie Antoine, Comisionados.

(La Comisionada Dinah Shelton de nacionalidad estadounidense, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente informe, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.2. (a) del Reglamento de la CIDH.
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� Véase CIDH, Informe No. 55/1997, Caso 11.137, Admisibilidad y Fondo, Juan Carlos Abella, Argentina, 18 de noviembre de 1997, párr. 269.
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� Véase People v. Hernandez, 447 Mich. 1020, 527 N.W.2d 511 (1994). Confome al Anexo I del escrito del 20 de diciembre de 2010 de los peticionarios, presentaron solicitudes para apelar ante la Suprema Corte del estado de Michigan: Henry Hill (negada el 26 de noviembre de 2003), Barbara Hernandez (negada el 6 de diciembre de 1994), Kevin Boyd (dos negaciones el 26 de octubre de 1999 y el 25 de octubre de 2004), Damion Todd (negada el 20 de febrero de 1992) y Patrick James McLemore (negada el 29 de diciembre de 2003).


� Los recursos de habeas corpus federal fueron presentados por Henry Hill (abril de 2004), Barbara Hernandez (agosto de 2006), Kevin Boyd (noviembre de 2004), Damion Todd (julio de 1998) y Patrick James McLemore (marzo de 2007), y estos fueron resueltos desfavorablemente: Henry Hill (14 de marzo de 2008), Barbara Hernandez (21 de abril de 2009), Kevin Boyd (5 de junio de 2006) y Damion Todd (24 de abril de 2000). En su contestación, el Estado confirmó la presentación de los recursos de habeas corpus federal respecto a Henry Hill, Barbara Hernandez y Kevin Boyd, y en el expediente obra la presentación de dicho recurso respecto de Henry Hill, Barbara Hernandez, Kevin Boyd y Patrick James McLemore y la resolución de éstos respecto a Kevin Boyd, Damion Todd y Patrick McLemore.


� En el caso de Damion Todd, consta en el expediente la presentación de una apelación ante la Corte de Apelaciones de los Estados Unidos del Sexto Circuito contra la negativa del habeas corpus federal del 12 de abril de 2002 y una petición de writ of certiorari ante la Suprema Corte de Justicia que le fue negada el 31 de octubre de 2002.


� Conforme al Anexo I del escrito del 20 de diciembre de 2010, las solicitudes de perdón o de conmutación de la pena fueron denegadas en las siguientes fechas: Henry Hill el 3 de noviembre de 2010, Barbara Hernandez el 17 de agosto de 2010 y Damion Todd el 11 de octubre de 2010.
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� Condenado el 31 de agosto de 1998. Negada la apelación de la decisión que rechazó su petición de habeas corpus federal el 2 de noviembre de 2005.


� Condenado el 12 de febrero de 2001. Negada la petición de habeas corpus federal el 16 de abril de 2009.


� Condenado el 9 de junio de 2000. Negada la petición de habeas corpus federal el 9 de agosto de 2006.


� Condenado el 10 de septiembre de 1999. Negada la petición de habeas corpus federal el 28 de julio de 2010.


� Condenado el 10 de agosto de 1999. Negada la petición de habeas corpus federal el 10 de enero de 2008.


� Condenado el 24 de agosto de 1998. Negada la petición de habeas corpus federal el 27 de marzo de 2009.


� Condenado el 5 de diciembre de 1997. Negada la petición de habeas corpus federal el 28 de septiembre de 2009.


� Condenado el 5 de noviembre de 1997. Negada la petición de habeas corpus federal y le fue negado la petición de writ of certiorari el 4 de abril de 2005.


� Negada la petición de habeas corpus federal el 3 de abril de 2006.
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� Conforme al Anexo I del escrito del 20 de diciembre de 2010, la Corte de Apelaciones del estado de Michigan confirmó la condena de 26 de las 27 presuntas víctimas. Sharon Patterson, la presunta víctima restante, fue condenada a cadena perpetua sin libertad condicional el 13 de abril de 2004. El Estado no controvirtió que no hubiese apelado la sentencia.


� People v. Launsburry, 217 Mich.App. 358, 464 (1996) (the trial court's imposition of a life sentence without the possibility of parole on a sixteen-year-old does not constitute cruel or unusual punishment); People v. Jarret. Unpublished opinion (1996) (under these circumstances, defendant’s sentence of life in prison is proportionate to the offense and the offender…, neither cruel nor unusual) y; People v. Bentley. Unpublished opinion (2000) (it cannot seriously be contended that life imprisonment for taking of another life is grossly disproportionate). Cabe notar que la Constitución de Michigan prohíbe penas crueles o inusuales, a similitud de la Declaración Americana, mientras que la Constitución de los Estados Unidos prohíbe penas crueles e inusuales.


� Ver Bentley v. McKee (2005).


� Ver Bentley v. McKee, 547 U.S. 1058 (2006).


� Ver Massey v. Washington, 499 U.S. 960 (1991); McKinney v. Robinson, 531 U.S. 819 (2000), Lee v. North Carolina, 537 U.S. 955 (2002); y Craig v. Lousiana, 552 U.S. 1062 (2007).


� Las Reglas de la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos están disponibles en: � HYPERLINK "http://www.supremecourt.gov/ctrules/ctrules.aspx" ��http://www.supremecourt.gov/ctrules/ctrules.aspx�. Estas reglas indican que “a petition for a writ of certiorari will be granted only for compelling reasons" y que “the review on a writ of certiorari is not a matter of right, but of judicial discretion”.


� Graham v. Florida, 130 S. Ct. 2011 (2010).


� Sullivan v. Florida, 560 U.S. __ (2010).


� CIDH, Informe No. 63/10, Petición 1119-03, Admisibilidad, Comunidad Garífuna Punta Piedra y sus miembros, Honduras, 24 de marzo de 2010, párr. 146.


� Conforme al Anexo I del escrito del 20 de diciembre de 2010: Maurice Black (16 de abril de 2006), Cornelius Copeland (9 de agosto de 2006), John Espie (28 de julio de 2010), Lamar Haywood (10 de enero de 2008), Lonnell Haywood (27 de marzo de 2009) y T.J. Tremble (28 de septiembre de 2009).


� Conforme al Anexo I del escrito del 20 de diciembre de 2010, la Corte de Apelaciones del estado de Michigan confirmó la condena de las 31 presuntas víctimas que agotaron los recursos en las siguientes fechas:, Maurice Black (20 de septiembre de 2000), Larketa Collier (12 de mayo de 2005), Cornelius Copeland (16 de julio de 2002), John Espie (22 de enero de 2002), Maurice Ferrel (16 de noviembre de 2004), Mark Gonzalez (11 de febrero de 2003), Chavez Hall (29 de mayo de 2003), Lamar Haywood (24 de julio de 2001), Lonnell Haywood (16 de enero de 2001), Christopher Hynes (21 de septiembre de 2001), Ryan Kendrick (11 de febrero de 2003), Cedric King (18 de agosto de 2000), Eric Latimer (19 de junio de 2003), Juan Nuñez (23 de febrero de 2001), Gregory Petty (26 de abril de 2002), Tyrone Reyes (27 de noviembre de 2000), Kevin Robinson (20 de mayo de 2003), T.J. Tremble (1 de febrero de 2000), Marlon Walker (18 de marzo de 2003), Oliver Webb (12 de junio de 2001), Elliot Whittington (20 de abril de 2001), Ahmad Williams (25 de mayo de 2001), Johnny Williams (20 de julio de 2004), Leon Williams (26 de agosto de 2003), y Shytour Williams (7 de diciembre de 1999). Sharon Patterson fue condenada a cadena perpetua sin libertad condicional el 13 de abril de 2004.


� Véase CIDH, Informe sobre Justicia Juvenil y Derechos Humanos en las Américas, OEA/Ser.L/V/II, Doc. 78, 13 julio 2011, párrs. 18 y 20.
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